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Resumen

El concepto de educación como bien públi-
co ha constituido durante mucho tiempo un 
principio fundamental del discurso inter-
nacional sobre el desarrollo de la educación. 
Tradicionalmente, ha supuesto la responsa-
bilidad primordial de las instituciones públi-
cas de impartir y financiar las oportunidades 
educativas. Sin embargo, esta función se pone 
cada vez más en cuestión por la mayor diver-
sificación de los agentes implicados y de las 
fuentes de financiación a todas las escalas de 
la educación. En este documento se revisa el 
principio de la educación como bien público 
a la luz de las tendencias actuales de privati-
zación y mercantilización de la educación. Te-
niendo en cuenta las implicaciones tanto eco-
nómicas como políticas de la privatización, se 
reformula el debate teórico sobre la educación 
en el ámbito público. Partiendo de la necesi-
dad de restablecer un espacio democrático 
de participación, se sostiene que el concepto 
de educación como bien común puede repre-
sentar un marco complementario útil para su 
gobernanza en un contexto cambiante.

Introducción

Durante las últimas décadas, en el discurso 
sobre desarrollo y derechos humanos se ha 
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aludido cada vez más a la educación como un 
bien público. Algunos ejemplos recientes de 
esta tendencia incluyen la Declaración de In-
cheon de 2015 y el Marco de Acción Educación 
2030.1 De hecho, el objetivo 4 de la Agenda 2030 
para el Desarrollo Sostenible, consistente en 
“garantizar una educación inclusiva y equita-
tiva de calidad y promover oportunidades de 
aprendizaje permanente para todos”, se basa 
en principios fundamentales consolidados de 
la educación como derecho humano y bien 
público (UNESCO, 2015a, §5). El concepto de 
educación como bien público subraya la res-
ponsabilidad esencial del Estado de garantizar 
el derecho a la educación para todos, salva-
guardar la justicia social y el interés público en 
la educación. Se espera que éste proporcione 
directamente o financie oportunidades edu-
cativas, en particular durante el periodo de 
enseñanza obligatoria. De hecho, la primera 
meta del Objetivo de Desarrollo Sostenible 4 
dispone, además, que se impartirán 12 cursos 
de enseñanza primaria y secundaria públi-
ca gratuita, de los que al menos nueve serán 
obligatorios.

Sin embargo, la conceptualización de la 
educación como bien público en el discurso 
del desarrollo resulta problemática por varios 
motivos. En primer lugar, existen limitaciones 
teóricas inherentes a la transposición del con-
cepto económico de bien público al campo de 
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la educación (Daviet, 2016; UNESCO, 2015b). 
Por otra parte, el papel principal del Estado 
que implica dicho concepto se cuestiona cada 
vez más. Esta tendencia obedece, en gran me-
dida, a la dinámica cambiante en el panorama 
educativo mundial, caracterizado por la par-
ticipación al alza de agentes no estatales en la 
política y la provisión de educación, así como 
por la creciente escala de la enseñanza con fi-
nes de lucro a todos los niveles. Este segundo 
fenómeno, en particular, socava el papel del 
Estado y puede dar lugar a diversas formas de 
discriminación en la educación, así como al 
estrechamiento de los fines sociales de su pro-
visión, en beneficio de intereses meramente 
privados. Aunque se reconoce la importan-
cia de la enseñanza no formal, en el presente 
análisis se hace hincapié fundamentalmente 
en la educación formal, en la que el papel del 
Estado se encuentra consolidado con mayor 
claridad por los convenios internacionales y 
las legislaciones nacionales.

El principio de la educación como 
bien público: interpretaciones 
diversas

Desde el decenio de 1990, distintos agentes en 
el ámbito del desarrollo, entre los que se cuen-
tan organismos internacionales, los órganos 
creados en virtud de tratados de derechos hu-
manos de las Naciones Unidas, y organizacio-
nes no gubernamentales (ONG), se han referi-
do a la educación como bien público, aunque, 
a menudo, con interpretaciones diversas.

A escala internacional, el principio lo uti-
lizó por primera vez la UNESCO, con el fin de 
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reafirmar una visión humanista de la educa-
ción en contraste con los enfoques más utili-
tarios y económicos.2 También se ha hecho 
referencia a ese principio en varios enfoques 
que prevalecían en el discurso del desarrollo 
del decenio de 1990. En varios informes del 
Relator Especial de las Naciones Unidas sobre 
el derecho a la educación (desde 2000) se ha 
aludido a la educación como bien público para 
justificar la necesidad de salvaguardar el inte-
rés general. El principio de la educación como 
bien público también se ha utilizado como 
referencia al abogar por una financiación pú-
blica adecuada para procurar una enseñanza 
de calidad (GPE, 2016), y al reafirmar la función 
del Estado como el principal encargado de ga-
rantizar el derecho a la educación para todos. 
Varios órganos creados en virtud de tratados 
de derechos humanos de las Naciones Unidas3 
y organizaciones de la sociedad civil4 se han 
referido a esta idea con el fin de rechazar “los 
llamamientos en pro del aumento de la priva-
tización o la comercialización de la educación” 
(UNESCO/CCONG, 2017: 5).

Estas diversas interpretaciones del prin-
cipio de la educación como bien público en 
el discurso del desarrollo educativo están in-
terrelacionadas. Con independencia de que 
se interprete como una visión humanista, 
un enfoque de la formulación de políticas, o 
como principio de gobernanza, el principio 
de la educación como bien público se refiere 
a la definición y la preservación de los intere-
ses colectivos de la sociedad y a la responsa-
bilidad central de Estado en el desempeño de 
tales tareas.
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La transposición de la teoría de 
los bienes públicos a la educación

A pesar de la creciente referencia al principio 
del bien público en el discurso sobre el desa-
rrollo de la educación desde el decenio de 1990, 
se ha cuestionado la aplicabilidad de la teoría 
económica de los bienes públicos al ámbito de 
la educación (Daviet, 2016; UNESCO, 2015b). 
Por tanto, resulta útil recordar dicha teoría, 
y examinar las principales cuestiones rela-
cionadas con su transposición al ámbito de la 
educación. Para ello, debe prestarse especial 
atención al modo en que el concepto de edu-
cación como bien público se ha interpretado 
como un principio de gobernanza, y a la mane-
ra en que se puede volver a contextualizar a la 
luz del panorama educativo actual.

El concepto de bienes públicos ha sido 
siempre estrechamente vinculado a las fun-
ciones y el papel del Estado en las sociedades 
occidentales modernas. Tras una importante 
aportación de Richard Musgrave (1939), Paul 
Samuelson elaboró por primera vez en 1954 
una teoría moderna y completa de los bienes 
públicos con la publicación de su obra fun-
dacional La teoría pura del gasto público. En 
la teoría económica (Musgrave, 1939, 1959; 
Samuelson, 1954, 1958), los bienes públicos 
cuentan con dos propiedades distintivas: el 
consumo de una persona no disminuye los 
niveles de consumo de otras personas del 
mismo bien (ausencia de rivalidad), y excluir 
a alguien del consumo resulta costoso, si no 
imposible (no excluibilidad). Los bienes que 

cumplen estas dos propiedades se encuentran 
a disposición de todos para su disfrute y no 
están sujetos a la competencia en el mercado. 
Entre los ejemplos tradicionales figuran el 
aire limpio, los faros, la seguridad nacional, el 
alumbrado público y los ferrocarriles.

Dadas sus características, los bienes pú-
blicos se han considerado fallos del mercado, 
y exigen determinadas formas de interven-
ción por parte del Estado, ya que puede que 
el mercado competitivo no consiga garanti-
zar la provisión óptima y la fijación de precio 
de estos bienes de manera eficiente. Así pues, 
la concepción analítica de los bienes públicos 
se ha ampliado desde la década de 1950, dan-
do lugar a interpretaciones diversas entre los 
economistas. Este proceso ha dado lugar a la 
multiplicación de las categorías de bienes pú-
blicos “con el fin de describir anomalías que 
no pueden analizarse plenamente mediante el 
concepto de bien privado” (Ver Eecke, 2008: 7). 
Estas categorías distinguen, por ejemplo, entre 
los bienes públicos puros (que reúnen las dos 
características de ausencia de rivalidad y no 
excluibilidad) e impuros (que poseen las dos 
características en diferentes medidas), como 
los recursos de uso común y los bienes de cír-
culos restringidos (Cornes y Sandler, 1986). La 
compleja clasificación de los bienes públicos, y 
la falta de consenso entre los economistas para 
determinar su naturaleza, se han asociado a un 
debate sobre el papel del Estado en la financia-
ción y la provisión de dichos bienes, incluida 
la educación (Kaul y Mendoza, 2003; Adams y 
McCormick, 1993; Malkin y Wildavsky, 1991).

Cuadro 1. Diversas facetas del principio de la educación como bien público

Como planteamiento/visión Reafirmar una visión humanística/integrada de la educación en contraste con un 
enfoque más utilitario.

Como enfoque político Preservar el interés público y el desarrollo social/colectivo en contraste con una 
perspectiva individualista.

Como principio de gobernanza Reafirmar el papel del Estado como garante/custodio/encargado principal de la 
educación a la luz de la mayor participación de agentes no estatales a todas las 
escalas de la actividad educativa.
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¿Qué convierte a la educación  
en un bien público?
Muchos expertos han debatido el significado 
y la aplicabilidad del concepto de bien públi-
co a la educación, a menudo con visiones y 
enfoques contrapuestos. Ciertas cuestiones 
pueden relacionarse con la justificación de la 
intervención estatal. Determinar si la edu-
cación es o no un bien público se vincula a 
las consideraciones sobre la existencia de las 
condiciones para la intervención estatal. De 
acuerdo con una interpretación estrecha de 
la teoría económica de los bienes públicos, la 
educación puede percibirse como un bien pri-
vado. De hecho, el espacio en las aulas puede 
considerarse excluible, y un mayor número 
de alumnos en una clase puede afectar a la 
calidad de la enseñanza que se imparte y se 
recibe, lo que la convierte en un bien sujeto 
a rivalidad (Menashy, 2009). De ahí que, si la 
educación fuera un bien privado, el control 
pasarían a ejercerlo los agentes privados, ac-
tuando a través de mecanismos de mercado.

A pesar de estas consideraciones, la esco-
larización básica ha sido convertida en un ser-
vicio obligatorio, gratuito, y de disponibilidad 
universal ofrecido por el Estado en la mayoría 
de los países, lo cual muestra las características 
de ausencia de rivalidad y no excluibilidad que 
son típicas de los bienes públicos (Menashy,  
2009). Quienes consideran que la educación 
es un bien público impuro, o un bien público 
por naturaleza, también reconocen que pue-
de ser de alguna manera excluible y sujeto a 
rivalidad, pero, no obstante, justifican la in-
tervención estatal sobre la base de otras con-
sideraciones económicas, fundamentalmente 
relacionadas con los beneficios públicos que 
genera la educación. Por otra parte, además 
de los aspectos de la eficiencia económica, 
pueden existir cuestiones de equidad y justi-
cia social que podrían justificar igualmente la 
intervención pública de naturaleza redistri-
butiva. Las funciones redistributivas y regu-
ladoras son funciones esenciales del Estado 
para garantizar la igualdad de oportunidades 

educativas, la integración y la cohesión social. 
Sin embargo, la provisión privada no garan-
tiza el nivel de producción que maximiza el 
bienestar colectivo.

Se ha argumentado que la noción de bien 
público “tiene un contenido ideal claramente 
definido… [que] está presente únicamente en 
diversos grados y carece de una estrategia de 
ejecución convenida” (Ver Eecke, 2008: 145). 
La educación, como todos los demás bienes, 
puede mostrar las características típicas de los 
conceptos de los bienes privados o públicos 
simultáneamente. Como admite Amartya 
Sen (1999), la educación, a menudo conside-
rada como un derecho humano y con bene-
ficios públicos significativos, también tiene 
un componente de bien público. Dado que 
la educación reúne sin duda ciertos aspectos 
importantes de un bien público, exige la inter-
vención estatal.

¿Qué papel desempeña el Estado?
Otro conjunto de cuestiones se refiere al modo 
en que debe intervenir el Estado en la educa-
ción. Aunque quepa esperar una intervención 
del Estado, la cuestión de si las funciones de 
éste deben referirse a la provisión, la finan-
ciación o la regulación de las oportunidades 
educativas, así como la forma en que varía tal 
intervención en las distintas escalas de la ense-
ñanza, deben abordarse desde una perspectiva 
económica y política. Las consideraciones eco-
nómicas desempeñan indudablemente un pa-
pel importante en la elección de soluciones al 
problema de los bienes públicos. Sin embargo, 
una vez que se ha convenido que el Estado debe 
asumir ciertas obligaciones y responsabilida-
des en materia de educación, la determinación 
de la naturaleza y la escala de su intervención 
deben someterse asimismo a consideraciones 
no económicas que no menoscaban la validez 
del concepto de bien público en sí. Samuelson 
(1954) y Olson (1965), que abordaron en primer 
lugar las dos características de los bienes pú-
blicos, concluyeron que no existe una solución 
económica óptima general para el problema 
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de los bienes públicos. Por tanto, la implemen-
tación requiere “criterios éticos y políticos”, y 
un análisis de las dimensiones sociopolíticas 
(Ver Eecke, 2008: 113).

Estas consideraciones reflejan en parte el 
marco de derechos humanos vigente, que im-
pone obligaciones a los Estados en educación, 
y que exigiría un análisis más detallado que, 
sin embargo, queda fuera del alcance del pre-
sente informe. Por el momento, es importante 
destacar que, con arreglo a la legislación in-
ternacional sobre derechos humanos, la edu-
cación constituye un derecho individual que 
se corresponde con las obligaciones positivas 
que asumen los Estados con el fin de respetar, 
proteger y velar por el cumplimiento de este 
derecho. Concebir la educación como un 
bien público implica asimismo determinadas 
consideraciones de política pública relaciona-
das con la gobernanza del sistema educativo. 
Éstas también tienen que ver con la forma en 
que los Estados se relacionan con otros agen-
tes y con la manera en que pueden o deben 
regularse las formas de privatización.

La aplicación del concepto de bien público 
en los diferentes niveles de educación
El concepto de la educación como bien pú-
blico tiene implicaciones diferentes en lo que 
atañe al papel del Estado en los distintos nive-
les de educación. En el nivel obligatorio, el su-
puesto común de que la educación constituye 
un bien público se ha asociado a la función 
principal del Estado en la financiación y la 
provisión directa (Draxler, 2014; Riddle, 2014). 
El Estado ha desempeñado un papel impor-
tante en el desarrollo de los sistemas de educa-
ción pública, y esta función se ha considerado 
como “una de las principales justificaciones 
para la existencia del Estado” (Desai, 2003: 63). 
Por otra parte, el mantenimiento de la educa-
ción como servicio público se ha considerado 
fundamental para garantizar la equidad y 
la justicia social (Lewin, 2015; Draxler, 2014; 
Green, 2014). Esta percepción es conforme 
con los principios que sustentan el derecho a 

la educación, con arreglo a los cuales, los Esta-
dos tienen la responsabilidad de velar por que 
todos puedan recibir al menos una enseñanza 
primaria gratuita.

Sin embargo, los términos del debate 
cambian significativamente al considerar los 
niveles de enseñanza postobligatorios. Aun-
que el derecho a la educación se traduce en la 
legislación nacional en lo que se refiere a la du-
ración obligatoria de la enseñanza para todos 
los niños y jóvenes, en los niveles postobliga-
torios conlleva la igualdad de oportunidades 
educativas y la ausencia de discriminación en 
el acceso y los resultados. La cuestión de qué 
proporción de jóvenes y adultos debe acceder 
a los distintos niveles y tipos de provisión de 
enseñanza y formación más allá de los nive-
les obligatorios es una opción estratégica en 
materia de política. Por ejemplo, el debate so-
bre el concepto de bienes públicos aplicado al 
nivel de la enseñanza superior se ha centrado 
fundamentalmente en las cuestiones relacio-
nadas con la financiación y con la función de 
las instituciones de educación superior, más 
que en las de impartición y responsabilización 
(Marginson, 2011; Tilak, 2009; UNESCO, 2009; 
Calhoun, 2006). Las formas de financiación y 
regulación estatales son necesarias para ga-
rantizar unas oportunidades de enseñanza 
superior equitativas y asequibles, especial-
mente cuando se tienen en cuenta las notables 
desigualdades que afectan a los sistemas de en-
señanza superior en todo el mundo (UNESCO, 
2017; Marginson, 2016a).

Un contexto de privatización y 
mercantilización crecientes

Los aspectos relativos a la aplicación del con-
cepto de bien público en la educación deben 
reexaminarse en un contexto cambiante en 
el que se cuestiona el papel tradicional del Es-
tado a causa de la creciente participación del 
sector privado, por el desplazamiento de las 
políticas y la toma de decisiones a diversas es-
calas, y por el impacto de la comercialización 
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y la mercantilización que afecta a la organiza-
ción y a los fines de la educación.

Privatizaciones: diversos tipos y formas
La privatización ha adquirido un notable pro-
tagonismo desde finales del decenio de 1970 y 
principios de 1980. En particular, la tendencia 
a la privatización de la educación, entendida 
“como el proceso por el que pasan de manos 
del Estado o de las instituciones públicas a 
individuos y organismos privados las activi-
dades, los haberes, la gestión, las funciones y 
las responsabilidades propias de la educación” 
(UNESCO, 2015b: 79), ha aumentado en todo el 
mundo. Muchos interlocutores no estatales 
del sector privado, entre los que se cuentan 
grupos de base comunitaria, instituciones 
religiosas, ONG y empresas, intervienen en 
este proceso. El complejo fenómeno de la pri-
vatización no sólo se refiere al creciente por-
centaje de matriculaciones en instituciones 
privadas a todos los niveles,5 sino que englo-
ba asimismo a una amplia gama de políticas 
y actividades, como los programas de bonos, 
la externalización de servicios educativos y las 
asociaciones de entidades públicas y privadas. 
Por otro lado, la contribución de las familias 
al gasto educativo también puede conside-
rarse una forma de privatización (IEU e IIPE, 
2016; Bray y Kwo, 2014, 2013). En este sentido, 
algunos autores utilizan el término plural pri-
vatizaciones para ilustrar la “amplia variedad 
de tipos y formas de privatización, entre las 
que figuran diferentes regímenes financieros 
y relaciones entre financiadores, proveedores 
de servicios y clientes” (Ball, 2007: 13).

 5  La proporción de menores que acude a instituciones privadas en los niveles de enseñanza primaria ha aumentado 
en todo el mundo, especialmente en América Latina y el Caribe y en los Estados Árabes (base de datos del IEU, 
2017). Hay países en el África subsahariana donde el incremento de las matriculaciones en instituciones privadas 
de enseñanza primaria resulta particularmente impresionante, y en países como Uganda, Burkina Faso, Senegal, 
Congo y Ghana, el número de matrículas se ha duplicado o se ha elevado incluso en una mayor proporción. En la 
enseñanza secundaria, la matriculación en instituciones privadas se ha expandido significativamente, sobre todo 
en el sur y el oeste de Asia, donde tales matriculaciones representan casi la mitad del total. Incluso la provisión 
privada de educación superior se ha elevado considerablemente en numerosos países desde 2000 (Bjarnason et al., 
2009). Esta tendencia se deriva, en cierta medida, de la extraordinaria expansión del acceso a la enseñanza supe-
rior, que se ha duplicado en todo el mundo, pasando de 100 a 200 millones de alumnos. Se estima que, actualmente, 
en torno a 30 por ciento de las matriculaciones en los niveles de enseñanza superior en todo el mundo se concentra 
en instituciones privadas (base de datos del IEU, 2017).

Razones para la privatización
La tendencia a la privatización se ha intensi-
ficado en el contexto del avance hacia la con-
secución de la educación para todos (EPT). 
Los Estados han utilizado la privatización 
para abordar los desafíos derivados de la ex-
pansión de la educación a todos los niveles y 
del consiguiente aumento de la presión sobre 
la financiación pública, y como manera de 
responder al fracaso de las administraciones 
públicas en la tarea de impartir educación de 
calidad (Kitaev, 1999). A pesar de los impor-
tantes esfuerzos realizados por muchos países 
en todo el mundo, el elevado número de ni-
ños que no asiste a la escuela, la escolarización 
incompleta y una enseñanza de mala calidad 
constituyen factores que han conducido a de-
terminar la mayor participación de agentes no 
estatales.

La educación con fines de lucro y la 
“industria mundial de la educación”
Aunque la creciente participación del sector 
privado se considera generalmente una parte 
del proceso de privatización, también refleja 
un mayor grado de mercantilización, es de-
cir, el “proceso de conversión mediante el cual 
unos servicios o productos no destinados ini-
cialmente para la venta, pasan a orientarse a 
la obtención de beneficios” (McCowan, 2016: 
514). La ideología neoliberal, en expansión 
desde el decenio de 1980, se considera uno 
de los principales factores que moldean estas 
formas de privatización que, a su vez, dan lu-
gar a una mayor mercantilización de la edu-
cación (Robertson et al., 2012; Macpherson 
et al., 2014). En esta ideología se supone que 
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el sector privado imparte una educación de 
mejor calidad y que, cuando ésta la prestan 
organizaciones empresariales, dicho sector 
resulta también más eficiente en la gestión 
de los sistemas educativos. La introducción 
de principios orientados a la actividad em-
presarial, bajo el enfoque de la “nueva gestión 
pública”,6 la han promovido organizaciones 
internacionales y agentes privados que afec-
tan progresivamente a los modos y maneras 
en que se adoptan las decisiones, así como a 
la forma en la que se organiza la educación. 
El término industria mundial de la educación 
se ha adoptado recientemente para descri-
bir un sector económico en crecimiento que 
comprende la producción, el intercambio y el 
uso de productos educativos a escala mundial 
(Verger et al., 2016).

Consecuencias
Se ha manifestado cierta preocupación por 
la creciente participación de los agentes pri-
vados y los mecanismos de mercado en la 
educación. Algunos han considerado que 
entra en conflicto con el reconocimiento de 
la educación como derecho humano, lo que 
implica que el Estado debería mantener la res-
ponsabilidad principal respecto de su finan-
ciación, provisión, supervisión y regulación.7 
Las tendencias recientes en cuanto a la priva-
tización y la mercantilización de la educación, 
caracterizadas por políticas que promueven 
la desregulación y la liberalización, así como 
la competencia económica en el sistema, fa-
vorecen en general una visión de la educa-
ción como un bien individual y consumible 
(Kohlrausch y Leuze, 2007). Tales tendencias 
tienen implicaciones políticas, y dan lugar al 
debilitamiento del papel del Estado y a una re-
ducción de los aspectos de la educación como 

 6  Esta teoría “planteó que las ideas empresariales que habían resultado exitosas en el sector privado podían aplicar-
se igualmente a la gestión de los servicios públicos” (Rizvi, 2016: 3).

 7  Véase en este sentido el Comentario General nº 13 sobre el derecho a la educación (art. 13 del Pacto de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales ): “está claro que en el artículo 13 se considera que los Estados tienen la principal 
responsabilidad de la prestación directa de la educación en la mayor parte de las circunstancias; los Estados Partes 
reconocen, por ejemplo, que ‘se debe proseguir activamente el desarrollo del sistema escolar en todos los ciclos de 
la enseñanza’ ((apartado e) del párrafo 2 del artículo 13)” (énfasis añadido).

bien público, convirtiendo a ésta en un bien 
excluible y sujeto a la rivalidad (Lubienski, 
2003; Minow, 2003; Tomlinson, 1986).

Además, se han identificado aspectos 
esenciales relativos a la influencia de los agen-
tes con ánimo de lucro, ya que las escuelas se 
ven cada vez más obligadas a actuar como em-
presas, y los alumnos, como consumidores. Se 
argumenta que esta orientación al consumo 
también tiene implicaciones para el proceso 
educativo, donde la prioridad parece haber-
se desplazado de la relación entre el profesor 
y el alumno, a diversos factores relacionados 
de manera más limitada con la medición y la 
comparación del rendimiento de los alumnos 
en áreas académicas de fácil cuantificación. 
Una mayor mercantilización en el ámbito de 
la educación plantea, asimismo, cuestiones 
relevantes en lo que atañe a los fines últimos 
de la enseñanza, que se inclinan cada vez más 
hacia los intereses privados individuales (La-
baree, 2011; Biesta, 2009; Lubienski, 2003). Si se 
otorga una prioridad exagerada a la elección 
de escuela, la mercantilización de la enseñan-
za se convierte en una cuestión de “mecanis-
mos de mercado y soberanía del consumidor, 
y no de debate público y prioridades explícitas 
respecto a las grandes preguntas sobre los fi-
nes y el diseño de la escolarización” (Minow, 
2011: 845).

Difuminación de las fronteras  
entre los sectores público y privado
Como ocurre en otros sectores, la privatiza-
ción en la educación es un tema altamente 
político tan “imbricado en las luchas sociales 
y políticas de mayor alcance” que la distinción 
tradicional entre los sectores público y pri-
vado en relación con la privatización parece 
haberse diluido en cierta medida (Higgins 
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y Abowits, 2011; Mazawi, 2013). Dada la cre-
ciente interconexión entre diferentes formas 
y prácticas en las políticas de privatización, la 
multiplicación de los agentes públicos y priva-
dos que participan en la educación, así como 
la diversificación de las fuentes de financia-
ción, se ha argumentado que la principal di-
ferencia habitual en cuanto a definición entre 
lo público y lo privado en este ámbito resul-
ta cada vez menos evidente (Olmedo, 2016; 
UNESCO, 2015b; Ball, 2007; Kitaev, 1999). Se 
ha sugerido que “la definición de ‘privado’ no 
está clara en modo alguno en situaciones en 
las que muchas escuelas ‘privadas’ se encuen-
tran financiadas y reguladas en buena parte 
por el Estado”, lo que representa un “sistema 
conjunto de financiación y control público y 
privado” (Kitaev, 1999: 41).

Por otra parte, el aumento de la externa-
lización de los servicios, y de la intervención 
de las instituciones públicas que actúan como 
empresas en el mercado, y en términos más 
generales, la mayor interacción entre los sec-
tores, y de las personas, las ideas, la lengua, los 
métodos, los valores y la cultura, son factores 
que contribuyen a la desaparición de los lími-
tes entre lo que entendemos como público y 
privado (Ball, 2007). La mayor interacción de 
los diferentes agentes —el Estado, las empre-
sas, las organizaciones de la sociedad civil y 
los hogares— ha dado lugar a una expansión 
del dominio público (Drache, 2001). La inter-
conexión de las fuentes de financiación, así 
como de los responsables de la toma de deci-
siones, públicos y privados, plantea la cuestión 
del control del uso de los fondos públicos, y en 
especial, de la gestión del sistema educativo.

La idea según la cual los agentes públicos 
deberían promover el interés general, mien-
tras que los privados promueven el interés 
privado también se ha desvirtuado en cierta 
medida, ya que el propio Estado interviene di-
rectamente en un proceso de privatización en 
la educación. En efecto, las formas de privati-
zación y de mercantilización son en gran me-
dida posibles gracias a la intervención directa 

del Estado que, entre otras cosas, puede pro-
mover una regulación en pro del mercado, 
proporcionar financiamiento, velar por la eje-
cución de los contratos, y proteger a los com-
petidores (Verger et al., 2016; Ball, 2007). Como 
sostienen numerosos expertos, el desafío no 
es simplemente económico, sobre la elección 
entre el Estado y el mercado, sino que cons-
tituye una cuestión esencial de la democracia 
que atañe a la finalidad de la administración 
pública y a los destinatarios de su actuación 
(Rizvi, 2016; Reich, 2015).

En este contexto, el concepto de educación 
como bien público resulta cada vez más difícil 
de definir, ya que al Estado ya no se le iden-
tifica con lo “público”, y se le percibe como 
un mero agente económico más entre otros  
(Rizvi, 2016). Esta visión difusa puede dar lu-
gar a una falta de claridad en lo que se refiere 
a las funciones y responsabilidades de los dis-
tintos agentes que intervienen en la educa-
ción, con consecuencias importantes respecto 
al papel del Estado como garante principal de 
la educación como bien público. Sin embargo, 
si se espera que los agentes públicos y privados 
sigan interactuando, lo que se necesita es una 
interpretación cualitativamente diferente de 
lo que significa lo público para la gobernanza 
democrática de la educación.

Reformular el concepto de 
educación como bien público

Como se ha referido anteriormente, existe un 
grado sustancial de ambigüedad en cuando 
al modo en que se percibe la educación como 
bien público o privado. La elección entre un 
enfoque de la educación considerada como 
un bien público, o como un bien privado y co-
mercializable dista mucho de ser irrelevante y, 
a menudo, plantea perspectivas y prioridades 
contrapuestas e implicaciones diversas para la 
política pública. Dados los aspectos de la edu-
cación como bien público, la elección debería 
correr a cargo de los gobiernos, como garan-
tes últimos de la esfera pública. Se espera de 
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las instituciones públicas que establezcan un 
equilibrio aceptable entre estos dos enfoques 
aparentemente contrapuestos, para no soca-
var los principios fundamentales de la equi-
dad, la igualdad de oportunidades y la justicia 
social. Es una labor que no se puede dejar en 
manos de agentes privados, personas u hoga-
res que deben atender, además, necesidades y 
aspiraciones privadas.

Revisión del papel del Estado: más allá 
de la financiación y la provisión, hacia la 
regulación y la supervisión
A pesar de las tendencias al alza en cuanto a 
la privatización de la enseñanza, el Estado 
mantiene un papel fundamental en lo que 
atañe al principio normativo de la educación 
como bien público. Las instituciones públi-
cas siguen desempeñando una función im-
portante en la financiación y la provisión de 
oportunidades educativas, especialmente en 
el nivel obligatorio. Este papel es aún más im-
portante en aquellos contextos en los que la 
desigualdad está generalizada y requiere una 
mayor intervención, sobre todo en las áreas 
en las que los niños y los jóvenes corren un 
mayor riesgo de exclusión y discriminación. 
Al mismo tiempo, el papel del Estado podría 
reforzarse, particularmente en lo tocante a sus 
funciones de regulación y supervisión, que son 
cada vez más importantes en un contexto de 
mayor participación de los agentes privados 
a todos los niveles del sistema educativo. En 
efecto, como destacó Walford (2001: 179):

La privatización no puede etiquetarse como 
“buena” o “mala”… Lo importante es la forma 
en que el Estado y otros agentes han actuado 
para estructurar el proceso de privatización, y 
la manera en que las escuelas pueden desarro-
llar su actividad posteriormente.

Con todo, mientras que en los “países ri-
cos, los gobiernos han adoptado complejos 
acuerdos de financiación y supervisión con 
actores privados… en los países más pobres, 

la regulación del sector privado es poco ri-
gurosa” (UNESCO, 2016: 170). Resulta cada 
vez más importante, en el contexto actual, 
que el Estado garantice las oportunidades de 
una educación de calidad para todos y que, 
al mismo tiempo, vele por los principios de 
equidad, igualdad de oportunidades, justicia 
social y derechos humanos que deberían ins-
pirar toda política educativa. Además, es ne-
cesario aplicar un mecanismo de supervisión 
mediante un proceso consultivo e inclusivo 
que garantice la transparencia y la asunción 
de responsabilidades. En este sentido, cada 
vez se exige más a las autoridades públicas que 
rindan cuentas ante unos gobiernos demo-
cráticamente responsables (Ranson, 2008).

Sobre la base de la aportación de Bergan 
(2009), las funciones del Estado en el contexto 
de una mayor participación de los agentes no 
estatales pueden representarse como sigue:

Cuadro 2. Funciones y responsabilidad 
del Estado en la educación

Función del Estado Nivel de responsabilidad

Regulación Responsabilidad exclusiva

Supervisión Responsabilidad principal

Formulación de políticas Responsabilidad principal

Provisión Responsabilidad 
importante

Financiación Responsabilidad 
importante

En el ámbito de la educación, se necesita 
más participación del Estado, pero de una 
calidad diferente. Como ya sostuvo Tedesco 
(1995: 109) hace dos décadas:

[El Estado] no puede… desempeñar este papel 
recurriendo a los mismos mecanismos que 
antes, es decir, asumiendo la responsabilidad 
principal de definir las políticas y de aplicarlas. 
En este nuevo contexto, la función estratégica 
del Estado debe consistir en organizar la con-
sulta, poner toda la información necesaria en la 
mesa de debate, evaluar los resultados, actuar 
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siempre que sea necesario, y velar por el respeto 
de las reglas de juego aceptadas por todos.

Esta calidad diferente no sólo se refiere a 
la consolidación de algunas funciones im-
portantes relacionadas con la regulación y la 
supervisión de los sistemas educativos, sino 
que también tiene que ver con la naturaleza 
de las propias instituciones públicas. Es im-
portante entender qué reglas se aplican, y qué 
normas, valores y sistemas de poder reflejan 
tales reglas (Reich, 2015). Dada la desaparición 
de los límites entre lo público y lo privado y los 
procesos de privatización en curso, es impor-
tante definir lo que puede considerarse como 
educación pública, es decir, “considerar lo que 
constituye la condición pública de la [educa-
ción]” (Lubienski, 2003: 499).

Restablecimiento del carácter  
“público” de la educación
Aunque se ha argumentado que los sistemas 
educativos necesitan cambiar de manera sig-
nificativa, la mera defensa del Estado no resul-
ta útil para contrarrestar los efectos distorsio-
nadores de la privatización en el ámbito de la 
educación. Puede que también sea necesario 
aceptar que algunos tipos de participación del 
sector privado son más defendibles que otros, 
y que algunas “actuaciones” del sector público 
no son defendibles en absoluto (Burch, 2009; 
Ball, 2007).

Como se ha señalado anteriormente, el 
proceso polifacético de la privatización no 
sólo plantea un desafío económico, sino tam-
bién un reto político respecto al funciona-
miento democrático de las instituciones. Con 
el fin de restablecer lo público en el ámbito de 
la educación, es necesario revisar las reglas 
que han favorecido la expansión de las ideo-
logías de mercado a expensas de la igualdad 
y la democracia, tanto en el sector privado 
como en el público. Al igual que las políticas 
neoliberales generan mayor espacio para los 
principios de mercado, también pueden re-
ducir el margen existente “para los procesos 

democráticos en la política educativa y las po-
líticas guiadas por el interés público” (Burch, 
2009: 14). Las ideologías del neoliberalismo 
han propiciado que la política educativa se 
ajuste a los requisitos del mercado mediante 
la adaptación a los intereses sectoriales. A las 
empresas también “se las denomina apropia-
damente como ‘corporaciones’ para ilustrar 
este sentido de conjunto de intereses, respon-
sabilidades y entidades independientes, orga-
nizativos y financieros” (Ranson, 2008: 191).

La gobernanza de la educación no debe 
considerarse como otro mercado de la educa-
ción, ya que “el mercado excluye a la política 
y deja la toma de decisiones al resultado de la 
rivalidad entre grupos diferentes que repre-
sentan intereses individuales a corto plazo” 
(Tedesco, 1995: 108). La diferencia entre la polí-
tica pública, que debe consistir en un proceso 
participativo y democrático, y los mercados 
privados en la educación “es muy importante, 
y vale la pena defenderla” (Burch, 2009: 136).

Se ha argumentado que el dominio públi-
co —o la esfera pública (Habermas, 1989)—de-
nota una calidad particular de la interacción 
humana que difiere de la del dominio privado 
y de la del dominio del mercado (Biesta, 2012). 
La perspectiva más normativa de la esfera pú-
blica atañe a las formas concretas de acción 
y de relación que resultan posibles en los es-
pacios “públicos” (Biesta, 2012). Como reflejo 
de la filosofía de Hannah Arendt, Gert Biesta 
reconoce que lo público constituye necesaria-
mente un espacio que hace posible la actividad 
política. La interpretación política y democrá-
tica de la libertad (diferente de la libertad como 
soberanía liberal) se percibe como la calidad 
definitoria para toda acción, está interconec-
tado de manera fundamental con la libertad 
de los demás, y depende de ésta. Se conside-
ra que la construcción de la esfera pública es 
un proceso continuo de “transformación en 
lo público”, que consiste en “el logro de una 
forma de solidaridad humana en la que... la 
acción es posible y la libertad puede aparecer” 
(Biesta, 2012: 693). Dentro de esta perspectiva, 
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la educación se percibe como un componente 
esencial en la promoción de tales formas de 
acción humana “a través de las cuales puede 
aparecer la libertad”. Se trata de redescubrir 
la significación política de la educación, que 
se manifiesta como una preocupación por lo 
público, por la calidad pública de la solidari-
dad humana (Biesta, 2012). Tal es la razón por 
la que los debates sobre la educación deben 
mantenerse en el dominio de lo público.

Este dominio público debe conectarse 
necesariamente con los valores democrá-
ticos esenciales de la igualdad y la libertad; 
de hecho, los dos conceptos —público y 
democracia— se encuentran íntimamente 
interrelacionados:

la democracia, como el poder de quienes ca-
recen de cualificación para ejercerlo, se basa 
en la noción de lo común como un espacio en 
el que la igualdad para todos se verifica con-
tinuamente ante las condiciones desiguales 
de vida que constituyen el aspecto negativo 
de esta tensión… El espacio privilegiado para 
que esto suceda es en el espacio común de lo 
público (Rancière, 2004, citado en Friedrich, 
2016: 161).

La consolidación de las instituciones de-
mocráticas públicas para favorecer a muchos, 
y no a unos pocos, como recordó Reich (2015), 
resulta especialmente importante, dados los 
graves desafíos que los mecanismos de mer-
cado plantean a los principios de inclusión, 
equidad y justicia social en la educación. El he-
cho de reactivar la participación democrática 
y la rendición pública de cuentas puede servir 
como contrapeso a la influencia del mercado, 
así como a los límites de los Estados centra-
les y burocráticos fuertes “cuyas deficiencias 
han ayudado a legitimar la tendencia a tra-
tar la educación como un bien privado y no 
como una responsabilidad pública” (Whitty y 
Power, 2000: 105).

Al mismo tiempo, el Estado debe ser demo-
crático en su propio modo de funcionamien- 

to, y permitir que los distintos interlocutores 
tengan voz en todos los niveles de la actividad 
educativa. En esta perspectiva, la democracia 
debe entenderse “como un fenómeno dinámi-
co y no estático, caracterizado por múltiples 
luchas de poder, y como una búsqueda y un 
proceso, más que como una situación conso-
lidada que deba fijarse, mantenerse y prote-
gerse” (Saltman, 2009: 37). Sobre la base del re-
conocimiento de otros puntos de vista y de la 
negociación de métodos de trabajo comunes, 
el proceso democrático puede representar “un 
mecanismo mediante el cual... los conflictos y 
las tensiones puedan resolverse a través del diá-
logo y la acción acordada” (Tedesco, 1995: 108).

La existencia de un sistema democráti-
co garantizado por el Estado representa, por 
tanto, el requisito previo para toda acción em-
prendida con vistas al desarrollo de institu-
ciones más integradoras y participativas. Sin 
embargo, los cambios en el modo de funcio-
namiento de las propias instituciones deben 
ser significativos y “no pueden reducirse a los 
meros ajustes de una máquina que ha perdido 
de vista su propia finalidad” (Tedesco, 1995: 
107). Un modo más integrador de funciona-
miento de las instituciones públicas requiere 
un “cambio cultural”, que combine enfoques 
de arriba abajo y de abajo arriba (UNESCO, 
2016: 451). Los enfoques basados en el merca-
do tienden a proporcionar respuestas fáciles 
para superar las dificultades en los sistemas 
educativos, aplicando soluciones lineales y 
normalizadas. Los modelos alternativos que 
también son factibles y sostenibles se conside-
ran, por el contrario, mucho más complejos y 
difíciles de identificar y llevar a la práctica.

Por tanto, resulta esencial desarrollar 
nuevos planteamientos capaces de integrar 
el concepto de educación como bien públi-
co con los componentes sociales y culturales 
fundamentales de la educación que a me-
nudo se pasan por alto en los enfoques nor-
malizados, y considerar la educación como 
parte del ámbito de lo público en el que pue-
den desarrollarse procesos transparentes y 
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participativos. Es necesario reconocer el pa-
pel de la educación en la creación de lo públi-
co (opinión, espacio, diálogo) y potenciar los 
sistemas de gobernanza transformadores y 
alternativos que promuevan la educación no 
sólo como una herramienta económica para 
el progreso individual, sino, sobre todo, como 
un esfuerzo colectivo por la realización de los 
seres humanos y de sus comunidades.

La educación como bien común

El concepto de bien común puede representar 
un marco útil para el desarrollo de enfoques 
innovadores respecto a la gobernanza educa-
tiva en un sistema democrático. Esta noción 
se adopta cada vez más en esferas filosóficas y 
políticas, ya que sus fundamentos teóricos se 
basan en prácticas alternativas que se oponen 
a la difusión de políticas de mercado que se ha 
venido produciendo tanto en el ámbito priva-
do como en el público. En el presente docu-
mento se sugiere que los marcos de educación 
como bien público y como bien común pue-
den considerarse como una especie de conti-
nuo conforme con el objetivo de desarrollar 
instituciones políticas democráticas que per-
mitan a los ciudadanos tener mayor voz en las 
decisiones que afectan a su bienestar. Como 
sostuvo Hursch (2016):

debemos desarrollar procesos democráticos 
que coloquen a los educadores, los padres y 
los alumnos en el centro del proceso de toma 
de decisiones. Tales cambios exigirán algo 
más que protestar contra la agenda neoliberal; 
también requerirán el desarrollo de nuevas es-
tructuras sociales (Hursh, 2016: 107).

La naturaleza particular  
de los bienes comunes
El uso del término “común” como adjetivo 
para definir recursos como el aire, el agua 
corriente, el mar y sus costas como pertene-
cientes a todos se remonta al derecho roma-
no (res communes). Sin embargo, fue hasta la 

década de 1960 cuando los problemas sociales 
y medioambientales derivados del crecimien-
to de la población y el desarrollo industrial 
se hicieron más evidentes, y los expertos co-
menzaron a tomarse en serio la cuestión de 
los bienes comunes, o de los commons. Los 
debates en torno a los bienes comunes se han 
asociado en gran medida a la necesidad de 
garantizar una gobernanza compartida para 
la protección de aquellos bienes medioam-
bientales que se han clasificado en la teoría 
económica como no excluibles, pero sujetos a 
rivalidad o “sustraíbles” (Ostrom, 1990). Entre 
los ejemplos figuran los sistemas de riego o los 
caladeros, es decir, los bienes que son de libre 
acceso para todos, pero que proporcionan 
menores beneficios si las personas abusan de 
su uso al perseguir su propio interés indivi-
dual. En contraste con el modelo desarrollado 
por Hardin (1968), que considera la propiedad 
privada o la administración directa impuesta 
por el Estado como las únicas dos formas de 
evitar el consumo excesivo de este tipo de bie-
nes, Ostrom (1990) afirmó que los seres huma-
nos no siempre responden a un lógica egoísta 
y basada en el interés propio, y que, gracias a 
la comunicación, pueden existir algunas for-
mas de cooperación que podrían propiciar la 
regulación social. En su libro titulado Gover-
ning the Commons (1990), Ostrom rechaza la 
oposición excesivamente esquemática entre 
el Estado y el mercado, y sostiene la existencia 
de formas de propiedad y gobernanza que no 
se incluyen en las categorías de lo público y lo 
privado (Ostrom, 1990).

Aunque la clasificación de los commons 
se ha ampliado para incluir bienes naturales, 
ecológicos, sociales y culturales, y otros más 
genéricos materiales e inmateriales, se ha ar-
gumentado que este concepto posee un nú-
cleo semántico mínimo relativo a la noción de 
común presente en todas las reivindicaciones 
sociopolíticas, y que puede identificarse en 
las siguientes características: 1) la oposición 
del concepto de bien común a la dinámica 
del neoliberalismo; 2) la recomposición de las 
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redes de cooperación en las comunidades; y  
3) el desarrollo de instrumentos de democra-
cia participativa (Coccoli, 2013).

Al mismo tiempo, otros expertos han 
abordado más directamente el concepto de 
bienes comunes desde una perspectiva filosó-
fica y sociopolítica, y lo han considerado una 
categoría unitaria que va más allá de la clasi-
ficación económica de los bienes (Viola, 2016; 
Deneulin y Townsend, 2007; Taylor, 1995). De 
este modo, la gobernanza compartida no se 
justifica sobre la base de argumentos econó-
micos, sino, de manera más relevante, sobre la 
del valor cultural y social de un bien específi-
co (Deneulin y Townsend, 2007; Taylor 1995).8

Según Charles Taylor, la noción de bien 
común va más allá del concepto más instru-
mental de los bienes públicos. En su análisis, 
considera que los bienes públicos son bienes 
individuales “descomponibles” dentro del 
“bienestarismo” ya que: “no pueden ser ad-
quiridos por una persona sin que los obtenga 
un grupo entero… pero los beneficios que ge-
neran son seguramente los de los individuos” 
(1995: 55). En cambio, los beneficios y las car-
gas para la realización de los bienes comunes 
son intrínsecamente compartidos entre todos 
los participantes; no son opuestos (como en 
el caso de los bienes privados), ni se compar-
ten “independientemente” (como en el de los 
bienes públicos) (Viola, 2016). Aunque existen 
formas en las que los bienes comunes tienen 
un carácter no excluible y no sujeto a rivali-
dad como los bienes públicos, se argumenta 
que “estas dos características se presentan en 
términos de la participación y la generación de 
los bienes en sí, y no en lo que atañe al consu-
mo de un producto” (Deneulin y Townsend, 
2007: 18). La calidad de común de estos bienes 
no es preexistente, sino dinámica y contingen-
te. Los bienes comunes contribuyen a la inte-
racción entre los distintos componentes de la 
sociedad y son el resultado de ésta, y, dado que 

 8  De hecho, Hess y Ostrom (2007: 14) reconocen que el término bien común “no está cargado de valor”.

resultan esenciales para una vida en común, 
no pueden reducirse a recursos económicos ni 
a factores de producción (Donolo, 2012).

Estos bienes se basan necesariamente en 
una concepción sólida de las dimensiones 
culturales y sociales de una comunidad espe-
cífica, y se identifican por su contribución al 
“interés general”, a las condiciones de justicia 
y bienestar. De hecho, el concepto de bienes 
comunes, a nivel micro, está relacionado con 
la idea del bien común a nivel macro, “enten-
dido en términos de solidaridad social, rela-
ciones sociales basadas en derechos humanos 
universales e igualdad de respeto” (Marg-
inson, 2016b: 16). Desde la perspectiva de los 
“bienes comunes”, no sólo es la “buena vida” 
de las personas lo que importa, sino también 
la bondad de la vida que los seres humanos 
tienen en común (UNESCO, 2015b; Deneulin y 
Townsend, 2007).

Es esta interpretación socio-filosófica 
de los bienes comunes la que se considera 
en este análisis. El uso de este concepto de 
bienes comunes es preferible al considerado 
anteriormente (commons) ya que este último 
parece difícilmente aplicable a bienes o servi-
cios como la educación, que necesariamente 
requiere que las instituciones públicas desem-
peñen un papel importante en su gobernanza. 
En esta perspectiva, la multiplicación de las 
categorías puede percibirse como una causa 
de preocupación para aquéllos que sosten-
drían la necesidad de seguir aludiendo a las 
categorías consolidadas de lo público y lo pri-
vado, supuestamente capaces de proporcionar 
respuestas a la gobernanza de todo tipo de 
bienes. Si bien no debe abandonarse la reali-
dad del Estado nación, se podría contemplar 
la posibilidad de crear nuevas instituciones 
públicas que sean capaces de afrontar el cam-
bio y renovarse a sí mismas para facilitar una 
transformación cultural, ética y política nece-
saria (Viola, 2016).
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El concepto de educación  
como bien común
Más arriba, la noción de bien común sugiere 
la transformación de las instituciones públi-
cas mediante una mayor participación de los 
ciudadanos y las comunidades en la intro-
ducción de políticas y prácticas viables con 
el fin de superar enfoques más utilitarios e 
individualistas y construir sistemas educati-
vos más democráticos.9 Se trata de un empe-
ño enormemente urgente, especialmente si 
se tiene en cuenta la crisis de los Estados de 
bienestar en muchos países del mundo, y los 
procesos en curso de privatización que pro-
mueven la educación como un bien privado y 
comercializable.

Las experiencias que apuntan en la direc-
ción de prestar una mayor atención a la diver-
sidad de contextos y a una mayor participa-
ción de las comunidades pueden encontrarse 
en distintos niveles de la educación, desde la 
escolarización obligatoria, a las alternativas 
en la enseñanza superior situadas al margen 
del modelo universitario convencional (Mc-
Cowan, 2016). La mayor participación de las 
comunidades, la sociedad civil y otros agentes 
no estatales se ha contemplado en numerosas 
declaraciones, tanto a escala nacional como 
mundial, como componente esencial para la 
creación de sistemas educativos más democrá-
ticos (UNESCO, 2015a). Se reconoce que, para 
fortalecer las instituciones democráticas, es ne-
cesario generar un impulso desde “abajo”, por 
parte de los grupos que constituyen la fuerza 
motriz del cambio (Apple y Beane, 1995).

El concepto de educación como bien 
común pone de relieve los objetivos de la 
educación como esfuerzo colectivo social 
(UNESCO, 2015b; Deneulin y Townsend, 2007). 
Este enfoque se basa en el reconocimiento de 
que las relaciones constituyen la base de cada 
proceso de “producción” o “realización” de la 
educación. De hecho, la crisis de los sistemas 
económicos ha puesto de relieve los límites 

 9  Esta perspectiva se basa en las ideas expuestas en Replantear la educación: ¿Hacia un bien común mundial? 
(UNESCO, 2015b).

del enfoque económico que ha caracterizado 
a las últimas décadas, y ha alentado la consi-
deración de visiones diferentes en las que fun-
damentar las dinámicas económicas y políti-
cas. La educación como bien común pone en 
cuestión el modelo utilitario actual que per-
cibe la educación como una mera inversión 
socioeconómica individual. Favorece un en-
foque humanista que coloca a las personas y 
sus conexiones con la comunidad en un lugar 
central. Esta visión conlleva el refuerzo de las 
dimensiones culturales, sociales y relacionales 
de cada proceso educativo. Se preocupa por la 
oportunidad de dotar de mayor pertinencia a 
la educación respecto a la especificidad de las 
diferentes realidades en un proceso creativo 
e integrador de empoderamiento. Requiere 
el establecimiento de formas de cooperación 
que reemplacen la lógica de la competencia 
económica por el reconocimiento de los fun-
damentos éticos de la propia teoría económi-
ca, basados en las relaciones sociales más que 
en las transacciones económicas y el ánimo de 
lucro (Bruni, 2012).

Concebir la educación como un bien co-
mún consiste en responder a los fracasos de 
las administraciones públicas para impartir 
una educación de calidad que no se base en 
enfoques de mercado respecto a su provi-
sión, y que no retome las formas de funcio-
namiento de Estados burocráticos altamente 
centralizados (Marella, 2012). En esta visión 
se contemplan más bien unas instituciones 
docentes nuevas e innovadoras, capaces de 
mejorar la calidad y la eficiencia gracias al 
empoderamiento y a una mayor cooperación 
con las fuerzas que existen en la sociedad. Este 
marco puede resultar factible en contextos 
con características diferentes, pero requiere, 
en cualquier caso, unas condiciones demo-
cráticas mínimas, incluida la igualdad social 
y económica, ya que se basa en la participa-
ción libre y responsable de las diversas fuerzas 
existentes en la sociedad. En esta perspectiva, 
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la educación es el resultado de un proceso de 
coproducción entre todos los componentes 
de la sociedad. Este enfoque conlleva la adop-
ción de nuevas formas de participación direc-
ta basadas en el concepto de subsidiariedad, 
un criterio organizativo de los órganos ins-
titucionales inspirado en los principios de la 
cooperación y la solidaridad (Arena e Iaione, 
2012; Cahill, 2005). A pesar de que esa partici-
pación y esa cooperación no pueden sustituir 
al sistema educativo garantizado por el Esta-
do, pueden integrarse en el mismo y coincidir 
con él (tanto en lo práctico como lo teórico), 
difundiendo y compartiendo recursos que, 
de otro modo, se encontrarían plenamente 
privatizados, o no utilizados.

Se ha argumentado que “situar los bienes 
comunes más allá de la dicotomía de lo públi-
co y lo privado exige concebir y aspirar a nue-
vas formas e instituciones de democracia par-
ticipativa” (UNESCO, 2015b: 86). El concepto de 
los bienes comunes fomenta la revisión de “las 
antiguas categorías jerárquicas, ordenadas de 
arriba abajo de la estructura y la autoridad so-
ciales” (Cahill, 2005: 45). Esta tarea es necesaria 
para pasar de la democracia formal, que con-
siste principalmente en una “técnica agregati-
va” y se limita a la representación, a la demo-
cracia participativa, que representa la forma 
más efectiva para que la sociedad plantee sus 
visiones del bienestar (Viola, 2012). La partici-
pación de las comunidades, la sociedad civil y 
otros agentes no estatales en la construcción y 
la ejecución de las políticas públicas constitu-
ye una de las características fundamentales del 
debate sobre la democratización institucional 
y la calidad de los procesos de decisión. Sin 
embargo, el desarrollo de la concienciación y 
la asunción de responsabilidades exigen un 
enfoque integrado respecto a la educación en 
contextos tanto formales, como no formales. 
Por tanto, el concepto de educación como bien 
común conlleva el empoderamiento de todos 
los agentes a los que debería asistir “el derecho 
a una participación plenamente informada y 
crítica en la creación de políticas y programas 

escolares para sí mismos y para los jóvenes” 
(Apple y Beane, 2007: 8).

Hay que reconocer que la determinación 
de soluciones que tengan en cuenta los distin-
tos contextos y que contribuyan al desarro-
llo democrático del sistema dista mucho de 
ser sencilla. De hecho, “la democracia es un 
concepto dinámico que requiere un examen 
continuo a la luz del cambio de los tiempos” 
(Apple y Beane, 1995: 22). No obstante, más 
allá de estas tensiones, existe la posibilidad de 
que todos los agentes de la sociedad “colabo-
ren en la creación de escuelas más democráti-
cas que sirvan al bien común de toda la comu-
nidad” (Apple y Beane, 2007: 9). Empoderar a 
las comunidades para adoptar decisiones im-
portantes sobre las instituciones en las que vi-
ven constituye probablemente la manera más 
efectiva de conseguir que la gobernanza y las 
oportunidades educativas resulten más soste-
nibles y equitativas.

La educación como bien público y 
común: un continuo

El renovado compromiso mundial previsto 
en la agenda Educación 2030 puede represen-
tar una oportunidad para replantear sustan-
cialmente la gobernanza educativa, con el fin 
de abordar los retos derivados del cambiante 
panorama de la educación, y de aplicar po-
líticas educativas más eficaces y éticas. Se ha 
argumentado que considerar la educación 
como un bien público implica que el Estado 
mantenga un papel importante en la enseñan-
za a todos los niveles, y refuerza, sobre todo, la 
responsabilidad de garantizar el marco regu-
lador en el que se imparte, financia y supervi-
sa la educación. Se trata de la condición previa 
para salvaguardar los principios fundamen-
tales de igualdad de oportunidades y justi-
cia social. Además, dado que los procesos de 
privatización tienen también consecuencias 
políticas sustanciales para el funcionamien-
to democrático de las instituciones educati-
vas, es necesario restablecer lo público en la 
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educación. Todos los debates sobre educación 
deben formar parte del dominio público (y no 
limitarse a los ámbitos privados o de merca-
do). Sin embargo, la forma en que se recons-
tituye la esfera pública requiere un cambio ra-
dical en el enfoque de las políticas y prácticas 
educativas (Burch, 2009; Apple, 2006).

Se ha demostrado que la adopción de me-
canismos de mercado y la provisión de solu-
ciones normalizadas a los problemas a los que 
se enfrenta la educación en todo el mundo 
pueden dar lugar a diversas formas de exclu-
sión y discriminación. La contribución de 
todos los agentes es cada vez más importante 
para promover el desarrollo de instituciones 
democráticas capaces de innovar e identifi-
car respuestas más estructuradas a los retos 
que afrontan los sistemas educativos en todo 
el mundo. La creación de alternativas cons-
tructivas y sostenibles requiere que la educa-
ción sea considerada como un bien público 
y común. El concepto de bienes comunes 
promueve el desarrollo de instrumentos de 
democracia participativa y pone mayor énfa-
sis en las redes de solidaridad entre los ciuda-
danos y los grupos para superar enfoques más 
utilitarios e individualistas de la educación.

Dicho esto, se ha sugerido también que 
el principio de la educación como bien co-
mún no propone caminos fáciles. Introduce 
elementos de dificultad en lo que atañe a há-
bitos operativos fuertemente consolidados. 
De hecho, la propiedad común puede dar 
lugar al conflicto más profundo cuya com-
posición se mantiene siempre temporal. Una 
sociedad, sin embargo, puede ser capaz de li-
diar con la confrontación y el conflicto y, por 
tanto, resultar enriquecida por el pluralismo 
de las posiciones, “siempre que sea capaz de 
practicar la cooperación en las decisiones 
comunes, preservando a su vez lo que no se 
puede negociar”, es decir, los valores huma-
nos ampliamente compartidos de libertad 
y dignidad (Viola, 2012: 202). Las respuestas 
más estructuradas e innovadoras a los retos 
que afrontan los sistemas educativos han de 

diseñarse cuidadosamente y exigen confian-
za en el funcionamiento democrático de las 
instituciones.

En lo que respecta a la participación de 
agentes no estatales, es necesario un cambio 
en las relaciones de las estructuras de poder 
actuales, especialmente entre el sector empre-
sarial privado y las instituciones públicas, con 
el fin de desarrollar “nuevas formas de coope-
ración verdaderamente basadas en el inter-
cambio y el beneficio mutuo” (Delors et al., 
1996: 183). Los agentes no estatales puede que 
tengan un papel que desempeñar siempre que 
sean capaces de trabajar con los ciudadanos y 
las instituciones públicas en el desarrollo de 
nuevas formas de consecución de los objeti-
vos sociales compartidos. Esto se basa en el 
reconocimiento de que las soluciones viables 
son aquéllas que son cultural y socialmente 
justas. Es necesario reconocer las aportacio-
nes positivas que pueden realizar los agentes 
no estatales, prestando asimismo cada vez 
más atención a las limitaciones y las dificul-
tades de la participación privada en el sector 
educativo. Como señala Martha Minow:

las condiciones previas para una democracia 
constitucional consisten también en sus valo-
res declarados; una población con la libertad 
y la igualdad para procurar el autogobierno 
representa a la vez el fin y el medio de los siste-
mas políticos democráticos. [La participación 
de agentes no estatales] podría socavar esta 
alineación de fines y medios, o fortalecerla y 
consolidar los valores del pluralismo y la liber-
tad que persigue (2003: 1270).

La necesidad de reforzar las instituciones 
democráticas en un contexto de mayor priva-
tización y mercantilización requiere algo más 
que una mera reafirmación del principio de 
la educación como bien público. El concepto 
de educación como bien común puede repre-
sentar un marco complementario útil para la 
gobernanza de la educación en este contexto 
cambiante. Exige el diseño y la aplicación de 
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formas innovadoras de cooperación más per-
tinentes respecto a la diversidad de contextos. 
Se propone desarrollar sistemas más sosteni-
bles basados en una visión de la educación en 
la que ésta no sólo se concibe como un motor 

del desarrollo económico, sino también como 
un esfuerzo social compartido a través del 
cual las personas, las comunidades y las socie-
dades pueden desarrollar todo su potencial.

Referencias

Adams, R.D. y K. McCormick (1993), “The Traditio-
nal Distinction Between Public and Private 
Goods Needs to be Expanded, not Abando-
ned”, Journal of Contemporary Politics, vol. 5,  
núm. 1, pp. 109-116.

Apple, M.W. (2006), Educating the “Right” Way: Mar-
kets, standards, God and inequality, Nueva 
York, Routledge.

Apple, M.W. y J.A. Beane (1995-2007), Democratic 
Schools, Alexandria, Association for Super-
vision and Curriculum Development.

Arena, G. y C. Iaione (2012), L’Italia dei beni comuni, 
Roma, Carocci editore.

Ball, S.J. (2007), Education plc, Londres, Routledge.
Ball, S.J. (2012), Global Education Inc., Londres, 

Routledge.
Bergan, S., R. Guarga, F. Egron Polak, J. Dias So-

brinho, R. Tandon y J.B.G. Tilak (2009), 
Public Responsibility for Higher Education, 
Conferencia Mundial sobre Educación Su-
perior 2009, París, UNESCO.

Biesta, G.J.J. (2009), “Good Education in an Age of 
Measurement: On the need to reconnect 
with the question of purpose in education”, 
Educational Assessment, Evaluation and Ac-
countability, vol. 21, núm. 1, pp. 33-46.

Biesta, G.J.J. (2012), “Becoming Public: Public pe-
dagogy, citizenship and the public sphere”, 
Social & Cultural Geography, vol. 13, núm. 7, 
pp. 683-697.

Bjarnason, S., K. Cheng, J. Fielden, M. Lemaitre, D. 
Levy y N.V. Varghese (2009), A New Dyna-
mic: Private higher education, Conferencia 
Mundial sobre Educación Superior 2009, Pa-
rís, UNESCO.

Bray, M. y O. Kwo (2014), “Regular Private Tutoring 
for Public Good. Policy options for supple-
mentary education in Asia”, CERC Monogra-
ph Series in Comparative and International 
Education and Development, núm. 10, Hong 
Kong, Comparative Education Research 
Center/Oficina de la UNESCO en Bangkok.

Bruni, L. (2012), Le nuove virtù del mercato nell’era 
dei beni communi, Roma, Città Nuova.

Burch, P. (2009), Hidden Markets. The new education 
privatization, Londres, Routledge.

Cahill, L.S. (2005), “Globalization and the Com-
mon Good”, en J.A. Coleman, W.F. Ryan y 
B. Ryan (eds.), Globalization and Catholic 

Social Thought: Present crisis, future hope, 
Ottawa, St Paul University, pp. 42-54.

Calhoun, C. (2006), “The University and the Public 
Good”, Thesis Eleven, vol. 84, núm. 1, pp. 7-43,  
SAGE Publications.

Coccoli, L. (2013), “Ieri, oggi, domani: i beni com-
muni tra passato e futuro”, en L. Coccoli, 
(ed.), Commons, beni comuni: il dibattito 
internazionale, Meme, Collana di Filosofia.

Cornes, R. y T. Sandler (1986), The Theory of Exter-
nalities, Public Goods, and Club Goods, Nue-
va York, Cambridge University Press.

Daviet, B. (2016), “Revisar el principio de la educa-
ción como bien público”, Documentos de tra-
bajo de IPE, núm. 17, París, UNESCO, Investi-
gación y prospectiva en educación.

Delors, J. et al. (1996), La educación encierra un teso-
ro, París, UNESCO.

Deneulin, S. y N. Townsend (2007), “Public Goods, 
Global Public Goods and the Common 
Good”, International Journal of Social Eco-
nomics, vol. 34, núm. 1-2, pp. 19-36.

Desai, M. (2003), “Public Goods: A historical pers-
pective”, en I. Kaul, P. Conceicao, K. Le 
Goulven y R.U. Mendoza (eds.), Providing 
Global Public Goods: Managing globaliza-
tion, Nueva York, Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo, pp. 63-77.

Donolo, C. (2012), “I beni communi presi sul serio”, 
en G. Arena y C. Iaione (eds.), L’Italia dei beni 
comuni, Roma, Carocci editore, pp. 13-54.

Drache, D. (2001), The Market or the Public Domain? 
Global Governance and the Asymmetry of 
Power, Londres, Routledge.

Draxler, A. (2014), “International Investment in 
Education for Development: Public good or 
economic tool?”, Education, Learning, Trai-
ning: Critical issues for development, Inter-
national Development Policy series No. 5, 
Ginebra/Boston, Graduate Institute Publica-
tions/Brill-Nijhoff, pp. 37-56.

Friedrich, D. (2016), “Teach for All, Public-Private 
Partnerships, and the Erosion of the Public 
in Education”, en A. Verger, C. Lubienski y 
G. Steiner-Khamsi (eds.), The Global Educa-
tion Industry. World yearbook of education 
2016, Londres, Routledge, pp. 160-174.

GPE (2016), Strategic Plan 2016-2020, Washington 
D.C., Global Partnership for Education.



Perfiles Educativos  |  vol. XL, núm. 162, 2018  |  IISUE-UNAM
Rita Locatelli  |  La educación como bien público y común 195

Green, A. (2014), “Education and the State: Whatever 
happened to education as a public good?”, 
Uddannelseshistorie, vol. 48, pp. 11-30.

Habermas, J. (1962-1989), The Structural Transfor-
mation of the Public Sphere (traducido por T. 
Burger), Cambridge, MIT Press.

Hardin, G. (1968), “The Tragedy of the Commons”, 
Science, New Series, vol. 162, núm. 3859,  
pp. 1243-1248.

Higgins, C. y K. Knight Abowitz (2011), “What 
Makes a Public School Public?”, Educational 
Theory, vol. 61, núm. 4.

Hursh, D.W. (2016), The End of Public Schools. The 
corporate reform agenda to privatize educa-
tion, Nueva York, Routledge.

Kaul, I. y R.U. Mendoza (2003), “Advancing the Con-
cept of Public Goods”, en I. Kaul, P. Conceicao, 
K. Le Goulven y R.U. Mendoza (eds.), Provi-
ding Global Public Goods: Managing Globali-
zation, Nueva York, Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo, pp. 78-111.

Kitaev, I. (1999), “Private Education in sub-Saharan 
Africa: A re-examination of theories and 
concepts related to its development and fi-
nance”, Mechanisms and Strategies of Educa-
tional Finance, IIPE-UNESCO.

Kohlrausch, B. y K. Leuze (2007), “Implications of 
Marketization for the Perception of Educa-
tion as Public or Private Good”, en K. Mar-
tens, A. Rusconi y K. Lutz (eds.), New Arenas 
of Education Governance, Nueva York, Pal-
grave Macmillan.

Labaree, D.F. (2011), “Consuming the Public 
School”, Educational Theory, vol. 61, núm. 4, 
pp. 381-394.

Lewin, K.M. (2015), “Educational Access, Equity, 
and Development: Planning to make rights 
realities”, Fundamentals of Education Plan-
ning, núm. 98, París, UNESCO-IIPE.

Lubienski, C. (2003), “Instrumentalist Perspectives 
on the ‘Public’ in Public Education: Incen-
tives and Purposes”, Educational Policy, vol. 
17, núm. 4, pp. 478-502.

Macpherson, I., S.L. Robertson y G. Walford (eds.) 
(2014), Education, Privatization and Social 
Justice: Case studies from Africa, South Asia 
and South East Asia, Oxford, Symposium 
Books.

Malkin, J. y A. Wildavsky (1991), “Why the Traditio-
nal Distinction between Public and Private 
Goods Should Be Abandoned”, Journal of 
Theoretical Politics, vol. 3, núm. 4, pp. 355-378.

Marella, M.R. (2012), Olivo il pubblico e il privato: 
per un diritto dei beni communi, Verona, 
Ombre Corte.

Marginson, S. (2007), “The Public/Private Divide in 
Higher Education: A global revision”, Higher 
Education, vol. 53, núm. 3, pp. 307-333.

Marginson, S. (2011), “Higher Education and Public 
Good”, Higher Education Quarterly, vol. 65, 
núm. 4, pp. 411-433.

Margson, S. (2016a), “Public/Private in Higher Edu-
cation: A synthesis of economic and political 
approaches”, Studies in Higher Education.

Margson, S. (2016b), Higher Education and the Com-
mon Good, Melbourne, Melbourne Universi-
ty Publishing.

Mazawi, A.E. (2013), “Grammars of Privatization, 
Schooling, and the ‘Network State’”, en T. 
Szkudlarek (ed.), Education and the Political, 
Rotterdam, Sense Publishers.

McCowan, T. (2016), “Forging Radical Alternatives 
in Higher Education: The case of Brazil”, 
Other Education: The Journal of Educational 
Alternatives, vol. 5, núm. 2, pp. 196-220.

Menashy, F. (2009), “Education as a Global Public 
Good: The applicability and implications of 
a framework”, Globalisation, Societies and 
Education, vol. 7, núm. 3, pp. 307-320.

Minow, M. (2003), “Public and Private Partnerships: 
Accounting for the new religion”, Harvard 
Law Review, vol. 116, núm. 5, pp. 1229-1270.

Minow, M. (2011), “Confronting the Seduction of 
Choice: Law, education, and American 
pluralism”, The Yale Law Journal, vol. 120,  
pp. 814-848.

Musgrave, R.A. (1939), “Voluntary Exchange Theory 
of Public Economy”, The Quarterly Journal 
of Economics, vol. 53, núm. 2, pp. 213-237.

Musgrave, R.A. (1959), The Theory of Public Finan-
ce: A study in public economy, Nueva York, 
McGraw-Hill Book Company.

Olmedo, A. (2016), “Philanthropic Governance: 
Charitable companies, the commercializa-
tion of education and that thing called ‘de-
mocracy’”, en A. Verger, C. Lubienski y G. 
Steiner-Khamsi (eds.), The Global Education 
Industry. World yearbook of education 2016, 
Londres, Routledge, pp. 44-62.

Olson, M. (1965), The Logic of Collective Action, 
Cambridge, Harvard University Press.

Ostrom, E. (1990), Governing the Commons: The 
evolution of institutions for collective action, 
Cambridge (UK), Cambridge University 
Press.

Ranson, S. (2008), “Re-constituting Education Go-
vernance for Cosmopolitan Society”, en B. 
Lingard, J. Nixon y S. Ranson (eds), Trans-
forming Learning in Schools and Communi-
ties The Remaking of Education for a Cosmo-
politan Society, Bloomsbury Publishing Plc, 
pp. 184-206.

Reich, R. (2015), Saving Capitalism: For the many, 
not the few, Nueva York, Alfred Knopf.

Riddle, S. (2014), Education is a public good, not a pri-
vate commodity, The Conversation, en: http://
theconversation.com/education-is-a-public-
good-a-private-commodity-31408 (consulta: 
29 de septiembre de 2017).

Rizvi, F. (2016), “La privatización en la educación: 
tendencias y consecuencias”, Documentos de 
trabajo de IPE, núm. 18, París, UNESCO.



Perfiles Educativos  |  vol. XL, núm. 162, 2018  |  IISUE-UNAM
Rita Locatelli  |  La educación como bien público y común196

Robertson, S.L., K. Mundy, A. Verger y F. Menashy  
(2012), “An Introduction to Public Private 
Partnerships and Education Governance”, 
en S.L. Robertson, K. Mundy A. Verger y F. 
Menashy (eds.), Public Private Partnerships 
in Education: New actors and modes of go-
vernance in a globalizing world, Cheltenham, 
Edward Elgar, pp. 1-17.

Saltman, K.J. (2009), “Putting the Public Back in 
Public Schooling: Public schools beyond the 
corporate model”, DePaul Journal for Social 
Justice, vol. 3, núm. 1.

Samuelson, P.A. (1954), “La teoría pura del gasto 
público”, The Review of Economics and Sta-
tistics, vol. 36, núm. 4, pp. 387-389.

Samuelson, P.A. (1958), “Aspectos de las teorías de 
los gastos públicos”, Review of Economics 
and Statistics, pp. 332-338.

Sen, A. (1999), Development as Freedom, Nueva York, 
Anchor Books.

Srivastava, P. (2016), “Questioning the Global Sca-
ling Up of Low-Fee Private Schooling: The 
nexus between business, philanthropy, and 
PPPs”, en A. Verger, C. Lubienski y G. Stei-
ner-Khamsi (eds.), The Global Education 
Industry. World Yearbook of Education 2016, 
Londres, Routledge, pp. 248-263.

Taylor, C. (1995), Irreducibly Social Goods. Philoso-
phical Arguments, Cambridge, Harvard Uni-
versity Press.

Tedesco, J.C. (1995), The New Educational Pact: Edu-
cation, competitiveness and citizenship in 
modern society, Ginebra, OIE-UNESCO.

Tilak, J.B.G. (2009), “Higher Education: A public good 
or a commodity for trade?”, Commitment to 
Higher Education or Commitment of Hig-
her Education to Trade. Prospects, vol. 38,  
pp. 449-466, Ginebra, OIE- UNESCO.

Tomlinson, J. (1986), “Public Education, Public 
Good”, Oxford Review of Education, vol. 12, 
núm. 3, pp. 211-222.

IEU, Base de datos. http://data.uis.unesco.org/ (con-
sulta: 29 de septiembre de 2017).

IEU e IIPE (2016), Who Pays for What in Education? 
The real costs revealed through national edu-
cation accounts, Montreal, Instituto de Esta-
dística de la UNESCO.

UNESCO (2009), Comunicado - Conferencia Mundial 
sobre Educación Superior 2009: la nueva di-
námica de la educación superior y la investi-
gación para el cambio social y el desarrollo, 
París, UNESCO.

UNESCO (2015a), Educación 2030: Declaración de In-
cheon y Marco de Acción, París, UNESCO.

UNESCO (2015b), Replantear la educación: ¿hacia un 
bien común mundial?, París, UNESCO.

UNESCO (2016), “La educación al servicio de los pue-
blos y el planeta: creación de futuros sosteni-
bles para todos”, Informe de seguimiento de la 
educación en el mundo 2016, París, UNESCO.

UNESCO (2017), “Seis maneras de asegurar que la 
educación superior no deje a nadie atrás”, 
Documento de política, núm. 30, abril 2017, 
París, UNESCO.

UNESCO y CCONG (2015), Hacia el derecho a la edu-
cación pública, inclusiva y de calidad y el 
aprendizaje a lo largo de toda la vida después 
de 2015, Declaración de las ONG, Foro Mun-
dial sobre la Educación, Incheon (Repúbli-
ca de Corea), mayo de 2015, ED/WEF2015/
NGO/3 (consulta: 29 de septiembre de 2017).

Ver Eecke, W. (2008), Ethical Dimensions of the Eco-
nomy: Making use of Hegel and the concepts 
of public and merit goods, Springer.

Verger, A., C. Lubienski y G. Steiner-Khamsi (2016), 
“The Emergence and Structuring of the Glo-
bal Education Industry: Towards an analyti-
cal framework”, en A. Verger, C. Lubienski y 
G. Steiner-Khamsi (eds), The Global Educa-
tion Industry. World Yearbook of Education 
2016, Londres, Routledge, pp. 3-24.

Viola, F. (2012), “Educare al bene commune”, Pedago-
gía e Vita, Brescia, Editrice La Scuola, vol. 70,  
pp. 181-203.

Viola, F. (2016), “Beni comuni e bene comune”, do-
cumento presentado en la Conferencia sobre 
la Cuestión de los Bienes Comunes: la Pers-
pectiva Constitucional, Universidad La Sa-
pienza de Roma, 15 de mayo de 2015.

Walford, G. (2001), “Privatization in Industrialised 
Countries”, en H.M. Levin (ed.), Privatizing 
Education: Can the marketplace deliver choi-
ce, efficiency, equity, and social cohesion?, 
Boulder/Oxford, Westview Press, pp. 178-200.

Whitty, G. y S. Power (2000), “Marketization and 
Privation in Mass Education Systems”, In-
ternational Journal of Educational Develop-
ment, núm. 20, pp. 93-107.


